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Cuarenta años de secuelas tóxicas: la herencia minera 
que persiste en Alto Mañihuales

· Desde 1983, la extracción subterránea y el mal manejo de relaves en 
El Toqui y sus empresas controladoras, han contaminado suelo, agua 

y ganado, dejando a la comunidad de Alto Mañihuales expuesta al 
arsénico y sin un plan de cierre efectivo. Esta semana una formulación 

de cargos por parte de la Superintendencia de Medio Ambiente, 
confirma la urgencia de una solución definitiva. 

Alto Mañihuales, está rodeada de lagos, ríos 
y bosques nativos de coigüe, lenga y notro. A 
pesar de su entorno privilegiado, la comuni-
dad enfrenta una compleja realidad ambiental 
que arrastra desde hace décadas. La zona con-
vive con un pasivo ambiental heredado de la 
faena minera El Toqui, que comenzó a operar 
en 1983. Durante más de cuatro décadas, se 
extrajeron de forma subterránea y procesaron 
zinc, plomo, oro y plata en seis yacimientos, 
una planta de chancado, molienda, plantas 
concentradoras, sistemas de lixiviación y dos 
tranques de relaves: Confluencia y Doña Rosa.

Sin un plan de cierre integral ni evaluacio-
nes de impacto para esas obras, los relaves 
quedaron expuestos al viento y al agua, dis-
persando metales pesados que hoy amenazan 
la salud humana, el ganado y el ecosistema. 
Informes del Servicio Agrícola y Ganadero 
(SAG), la Seremi de Salud, Sernageomin y la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA) 
han detectado presencia de arsénico en suelos 
agrícolas, aguas de vertientes y muestras bio-
lógicas de vecinos. 

Hoy la situación sigue en tensión. Aunque 
las empresas sucesoras han evitado asumir 
responsabilidades por el histórico daño am-
biental, la SMA se acaba de pronunciar for-
mulando dos cargos graves contra la Minera 
Pacífico Sur, actual controladora del yacimien-
to, haciendo hincapié en el incumplimiento de 
la evaluación y monitoreo ambiental, lo que 
significa la desprotección de la comunidad y 
sus territorios. 

Legado tóxico, comunidad expuesta
Los primeros cuestionamientos formales a 

la faena minera en Alto Mañihuales surgieron 
en 2015, cuando la Superintendencia del Me-
dio Ambiente (SMA) sancionó a la Sociedad 
Contractual Minera El Toqui por arrastre de 
material particulado y descargas de residuos 
líquidos sin autorización. Ese mismo año, la 
Seremi de Salud de Aysén detectó altos nive-
les de arsénico en la orina de siete vecinos del 
sector y el SAG encontró que cinco de seis 
muestras de suelo superaban los límites de se-
guridad para fauna silvestre. Las advertencias 
sobre la contaminación no solo señalaban un 
problema ambiental, sino también un riesgo 
silencioso para la salud y el ecosistema local.

Pese a que en 2018 la SMA instruyó a la 
minera presentar un cronograma para evaluar 
ambientalmente el proyecto “Crecimiento 
Tranque de Relaves Confluencia”, el trámite 
quedó suspendido: la empresa entró en liqui-
dación para luego ser vendida. Dos años más 
tarde, en marzo de 2020, los activos fueron 
tomados por las sociedades Minera Pacífico 
del Sur SpA y Cerro Esperanza SpA, quienes 
alegaron no tener responsabilidad sobre el 
tranque, pues solo custodiaban y no operaban 
las instalaciones. Esta postura detuvo nueva-
mente los procedimientos y mantuvo en pausa 
cualquier evaluación de sus impactos.

con el viento y la lluvia, transportando arsé-
nico, plomo y otros metales pesados hacia el 
suelo, el aire y las aguas cercanas. En esteros y 
vertientes, los vecinos observan una creciente 
turbidez y falta de vida, mientras la degrada-
ción del suelo impide la regeneración de bos-
ques nativos y cultivos tradicionales. A esto se 
suma la falta de monitoreo ambiental conti-
nuo, que impide dimensionar con certeza el 
daño actual del ecosistema.

“El río, inclusive en épocas que no son de 
lluvia, va con color plomizo en algunas jorna-
das, hasta 20 kilómetros más abajo. Los veci-
nos relatan que las playas del río brillan con 
el sol, y eso es por acumulación de algunos 
metales. También se mueren vacunos, se mue-
ren caballos. Entonces, la evidencia de que 
algo está ocurriendo tiene que ver con eso”, 
explica Erwin Sandoval Gallardo, presidente 
de la Corporación Privada para el Desarrollo 
de Aysén, Codesa.

Además, agrega que “en las esferas más cer-
canas al tranque de relaves, las afectaciones a 
la salud hoy día son importantes. Los relatos 
de los vecinos hablan de muchos vecinos en-
fermos, no solo con temas pulmonares o aso-
ciados al cáncer, como el caso de una vecina, 
sino también con afecciones a la piel. Hay una 
vecina del área afectada que tiene una impor-
tante afectación crónica a su piel”.

Para la SMA, la situación no ha pasado 
desapercibida. En 2023 abrió un nuevo pro-
cedimiento sancionatorio por cuatro infrac-
ciones graves en el Depósito de Relaves Doña 
Rosa: derrames al estero San Antonio, mal 
manejo de residuos, incumplimientos en el 
plan de alerta temprana y disposición de dese-
chos en zonas no autorizadas. 

Qué está pasando ahora
Las denuncias históricas sobre la contami-

nación y la falta de medidas efectivas de cierre 
por parte de la comunidad, se han reforzado 
en agosto de este año cuando la SMA formuló 
nuevos cargos contra la Sociedad Minera Pa-
cífico Sur por incumplimientos en el proyecto 
Mina El Toqui, basándose en sanciones pre-
vias, la revisión de antecedentes remitidos por 
Sernageomin y una inspección ambiental en 
terreno junto al SAG y la Dirección General 
de Aguas (DGA). 

Según la SMA, la minera incurrió en dos 
incumplimientos graves, que datan del 2015 y 
2020. El primero, por no someter a evaluación 
ambiental modificaciones relevantes del tran-
que de relaves Confluencia, las que incluyeron 
un aumento del tonelaje procesado por sobre 
lo aprobado, una altura de coronamiento que 
supera en más de un 50% la autorización ori-

ginal y la extensión de su vida útil en más de 
tres años. El segundo, por no catastrar ni mo-
nitorear todos los puntos de control de aguas 
superficiales exigidos para el depósito de rela-
ves Doña Rosa, omitiendo también los repor-
tes que la normativa establece.

“Por cuarta vez, la Superintendencia del 
Medio Ambiente inicia un procedimiento 
sancionatorio contra la minera El Toqui. Las 
sanciones anteriores -que han ido desde mul-
tas por 2.637 UTA hasta la obligación de in-
gresar al Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental- no han logrado frenar sus incum-
plimientos. Hoy, el titular vuelve a infringir la 
normativa, y las comunidades cercanas siguen 
pagando el precio con su salud y su entorno”, 
señala Dominga Planella, abogada del área de 
Acceso a la Justicia en ONG FIMA. 

En enero 2025, Sernageomin difundió un 
informe crítico: el plan de cierre 2018 para el 
tranque Confluencia nunca se ejecutó, no se 
constituyeron garantías financieras y no se ha 
auditado ni actualizado el plan desde 2023. Sin 
embargo, la SMA no ha dictado sanciones adi-
cionales ni exigido medidas de restauración o 
compensación.

Aun así desde las comunidades siguen a la 
espera de la principal respuesta: una solución 
definitiva que detenga la exposición crónica a 
metales pesados y garantice la reparación am-
biental del territorio. Organizaciones como 
Codesa, FIMA y la Red de Protección y De-
fensa del Territorio que han acompañado a la 
comunidad.  

“Lamentablemente, aunque esta es una 
buena señal por parte de la SMA, es claro que 
ni las multas ni los procedimientos adminis-
trativos, que se dilatan en el tiempo, han po-
dido solucionar este problema. Con ambos 
tranques de relaves de El Toqui bajo proce-
dimientos sancionatorios y sin un plan de cie-
rre efectivo, es urgente que la autoridad utilice 
todas sus facultades legales para paralizar por 
completo las operaciones hasta que el titular 
cumpla con las exigencias normativas y repa-
re el daño causado. Solo así se protegerá de 
manera efectiva la salud de la comunidad y se 
pondrá fin a décadas de contaminación”, pun-
tualiza la abogada de ONG FIMA. 

Alto Mañihuales sigue enfrentando los 
efectos de décadas de contaminación minera 
sin resolución. La falta de un plan de cierre 
actualizado, monitoreo constante y garantías 
adecuadas mantiene en riesgo la salud de la 
comunidad y del ecosistema. Hoy la necesidad 
de una acción concreta se vuelve cada vez más 
urgente para detener el daño a un ecosistema 
único en la Carretera Austral. 

Con los relaves ex-
puestos a la intempe-
rie, el daño ambiental 
ha seguido su curso. 
Las partículas conta-
minantes se esparcen 
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